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INVESTIGACIÓN DE CONTEXTO 
Priorización y contexto 
Esta nueva forma de gestión de la investigación, que se nos revela con el nombre 
de priorización, tiene su asiento en la transformación de los criterios de averigua-
ción de los delitos, pues al seleccionar tipos de actividades delictivas y conside-
rarlas más graves que otras para enfocar sus esfuerzos en las primeras, se requie-
ren parámetros definidos que delimiten su marco de aplicabilidad como delitos de 
mayor trascendencia; a estos se les denominará delitos complejos y los criterios 
que ilustran su categoría se concretan en el impacto público del hecho, en el reto 
de la investigación frente a conductas que exigen un mayor esfuerzo investigativo 
y en el traumatismo que causa a la administración de justicia penal.
Otro factor incidente es el tipo de organizaciones que, por su profesionalidad 
en el desarrollo del delito, develan la materialización de una industria criminal 
observable desde la jurisdicción ordinaria por las vulneraciones fundamentales a 
los derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario concretado en la 
macrocriminalidad (Ramelli, 2013).
El análisis del delito complejo requiere un soporte descriptivo de la realidad 
que precise la forma en la que las organizaciones criminales realizan sus activida-
des, a partir de patrones sociales, históricos, antropológicos y otros que influen-
cian la materialización de las conductas criminales; a esta realidad se le denomina 
contexto (Barbosa Castillo y Bernal Pulido, 2015).
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El contexto permite conectar los casos aislados que ocurren en la sociedad 
y que, al tener un patrón de comportamiento se pueden enlazar con la forma en 
la que actúan las estructuras organizadas criminales, de modo que se posibilita co-
rroborar su operatividad, el escenario en el que se concreta, la manera en que golpea 
a la sociedad y los intereses económicos que involucra; por ello, se habla de crimi-
nalidad transnacional, pues el delito deja de verse como acto aislado y se convierte 
en un fenómeno criminal globalizado que causa diversos daños a bienes jurídicos 
en varios sectores geográficos (Albrecht, 2001; Sánchez Herrera, 2013).
Sánchez Herrera (2013) señala:
Es importante considerar un elemento fundamental la permanencia en el tiempo de 
la asociación delictiva, que determine la estabilidad y la estructura organizativa  
de los concertados. Los vínculos de estabilidad entre los miembros de la asociación 
criminal están presupuestos por la distribución de competencias, roles y tareas que 
les incumbe en preparación y ejecución de los reatos. Ello permite estipular ciertos 
órdenes que puedan venir predeterminados horizontal y verticalmente en la estructu-
ra de la empresa criminal (p. 29).
En relación con la macrocriminalidad o los delitos transnacionales, el profe-
sor Ramelli Arteaga (2013) se refiere a la finalidad del concepto de contexto con 
las siguientes palabras:
La creación de contextos persigue: (i) conocer la verdad de lo sucedido; (ii) evitar su 
repetición; (iii) establecer la estructura de la organización delictiva; (iv) determinar 
el grado de responsabilidad de los integrantes del grupo y de sus colaboradores; (v) 
unificar investigaciones con el fin de esclarecer patrones de conductas, cadenas de 
mando fácticas y de iure; (vi) emplear esquemas de doble imputación penal (p. 91).
Así las cosas, el objetivo de la priorización es la selección de conductas sobre 
las cuales la Fiscalía enfocará sus esfuerzos humanos y logísticos en la lucha de la 
criminalidad frente al desarrollo de una política criminal que le permita observar 
al delito como una situación concreta, en la que se presentan multiplicidad de 
comportamientos delictivos y no como un estudio de casos; la Unidad de Análisis 
y Contexto5, por medio de un grupo interdisciplinario de analistas, describe los 
5 Creada por la Resolución 1810 del 4 de octubre de 2012, “como instrumento de política criminal enfocada a 
enfrentar principalmente fenómenos de delincuencia organizada, mediante el uso de herramientas de análisis cri-
minal y análisis de contexto, con el objeto de articular la información aislada que actualmente se encuentra en las 
diversas unidades de Fiscalía”.
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planos reales en lo que se ejecuta el acontecer delictual, para concretar la finali-
dad de esta política: llegar a las cabezas de las organizaciones de los fenómenos 
macrocriminales. El Decreto 3011 de 2013 se encarga de definir lo que se en-
tiende por contexto6, así como el significado de macrocriminalidad7. Impone al 
fiscal del caso el deber de investigar a partir de un plan metodológico que deter-
mine los patrones de macrocriminalidad de acuerdo con el plan de investigación 
priorizada, con el fin de establecer el contexto con la colaboración del procesado 
quien, con su versión, señala el lugar, los hechos y el modo en el que se desarro-
llaron las conductas establecidas en los patrones de macrocriminalidad, así como 
los responsables que colaboraron con la materialización del injusto. Su versión 
debe ser corroborada con la actividad investigativa y con base en ello, el fiscal 
imputa, para hacer la audiencia de aceptación de cargos, y notifica a las víctimas 
clasificadas dentro de los patrones de macrocriminalidad para que participen del 
trámite judicial y realicen la audiencia de identificación de afectaciones causadas, 
la cual pretende desarrollar el contenido de reparación por sus derechos vulnera-
dos. Luego el juez emite sentencia, tras establecer el contexto y los patrones de 
macrocriminalidad indicados por el acusador, en el entendido de su ejercicio en 
la justicia transicional. Otra definición legal del contexto se halla en la Directiva 
001 de 2102, así: 
Marco de referencia de aspectos esenciales acerca de elementos de orden geográfico, 
político, económico, histórico y social en el cual se han perpetrado delitos por parte 
de grupos criminales, incluidos aquellos en que servidores públicos y particulares 
colaboran con aquellos. Comprende una descripción de la estrategia de la organi-
6 “Artículo 15. Definición de contexto. Para efectos de la aplicación del procedimiento penal especial de justicia 
y paz, el contexto es el marco de referencia para la investigación y juzgamiento de los delitos perpetrados en el 
marco del conflicto armado interno, en el cual se deben tener en cuenta aspectos de orden geográfico, político, 
económico, histórico, social y cultural. Como parte del contexto se identificará el aparato criminal vinculado con el 
grupo armado organizado al margen de la ley y sus redes de apoyo y financiación”.
7 “Artículo 16. Definición de patrón de macrocriminalidad. Es el conjunto de actividades criminales, prácticas y mo-
dos de actuación criminal que se desarrollan de manera repetida en un determinado territorio y durante un periodo 
de tiempo determinado, de los cuales se pueden deducir los elementos esenciales de las políticas y planes imple-
mentados por el grupo armado organizado al margen de la ley responsable de los mismos. La identificación del 
patrón de macrocriminalidad permite concentrar los esfuerzos de investigación en los máximos responsables 
del desarrollo o realización de un plan criminal y contribuye a develar la estructura y modus operandi del grupo 
armado organizado al margen de la ley, así como las relaciones que hicieron posible su operación. La identificación 
del patrón de macrocriminalidad debe buscar el adecuado esclarecimiento de la verdad sobre lo ocurrido en el 
marco del conflicto armado interno, así como determinar el grado de responsabilidad de los integrantes del grupo 
armado organizado al margen de la ley y de sus colaboradores”.
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zación delictiva, sus dinámicas regionales, aspectos logísticos esenciales, redes de 
comunicación, entre otros (Fiscalía General de la Nación, 2012). 
Es preciso aclarar que este modelo de investigación ha venido desarrollán-
dose en los últimos años. Para la justicia ordinaria, su implementación debe ser 
estratégica y operacional, pues su materialización recae en combatir con más 
esfuerzo a las organizaciones criminales nacionales e internacionales, así como a 
la delincuencia organizada ordinaria y a los patrones de violencia cultural discri-
minatoria que afectan gravemente los derechos fundamentales.
Antecedentes de la denominación de contexto 
Los antecedentes de la denominación de contexto tienen como fuente principal 
a los juicios de Núremberg, Tokio, los tribunales ad hoc de Yugoslavia, Ruanda 
y en especial al Derecho Penal Internacional instituido en el Estatuto de Roma. 
En dicho instrumento, el concepto de contexto está ligado a los delitos de lesa 
humanidad y guerra como elementos sistemáticos, lo que implica que, de no exis-
tir, dejaría sin tipicidad al delito que pretenda acusar el Estado y tales conductas 
serían valoradas con otro tipo de normas de naturaleza penal. Esta diferenciación 
es trascendente, puesto que es fundamental para atribuir la responsabilidad penal 
en relación con los crímenes de sistema.
La importancia de estudiar el contexto tiene su origen en la forma como se de-
sarrolló el accionar de la Segunda Guerra Mundial, debido a los procedimientos 
utilizados por el nazismo y sus aliados para efectuar un sinnúmero de violaciones 
de derechos humanos de judíos, gitanos, eslavos y otros que, por su diferencia po-
lítica, sexual y religiosa, sufrieron vejámenes que evidenciaban manifestaciones 
xenofóbicas concretadas en campos de concentración, cámaras de gas, utilización 
de experimentos biológicos y esterilización de personas con trastornos mentales, 
entre otros (Owen , 2006).
En tal sentido, el Derecho se ampara en el significado de la historia, porque 
reconstruye la verdadera transcendencia del delito y sus consecuencias; por ello, 
la importancia del contexto está en unir todos los delitos cometidos por un apa-
rato de poder y una organización criminal para comprenderlos en su verdadera 
extensión y hacer un juicio de reproche justo frente a la política sistemática del 
objetivo propuesto por las organizaciones criminales.
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Barbosa (2014) manifiesta que la relevancia del contexto consiste en que 
describe la riqueza real de “las circunstancias, acontecimientos, intereses, an-
tecedentes y consecuencias que permiten dimensionar su verdadero alcance y 
significación” (p. 352), de forma que la perpetración de un delito que pueda ser 
considerado como ordinario alcance una connotación de macrocriminalidad, cri-
minalidad organizada o sistemática (Barbosa, 2014, p. 352).
En los tribunales de Yugoslavia y Ruanda, el concepto de contexto sirvió 
para entender el significado del conflicto. Recordemos que para el Derecho 
Internacional de los Conflictos Armados la guerra es un derecho de cada Estado, 
pero cuando ella se origina por razones injustas8 —discriminación, segregación, 
xenofobia, ambición, aniquilación y perpetración de vejámenes humanos—, se 
posibilita el castigo de la humanidad al perpetrador de dichos comportamientos 
(Valencia, 2013). En estos tribunales, el contexto permitió el reconocimiento de 
los patrones sistemáticos de violencia generada por las organizaciones crimina-
les. Es pertinente entender que el contexto sirve para probar la responsabilidad 
penal de una organización criminal en cada persona que la conforma y, para eso 
hay varias teorías, entre las que sobresale la de la Empresa Criminal Conjunta 
(Valencia Villa, 2013).
Otra dimensión del significado de contexto se puede encontrar en los tribu-
nales de justicia de derechos humanos, Tribunal Europeo y Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en los que los antecedentes del caso establecen indicios 
graves de responsabilidad estatal por el incumplimiento de las convenciones de 
derechos humanos en su jurisdicción, debido a graves violaciones provocados 
por ellos ya sea por acción u omisión. 
Por último, el estudio del contexto permite establecer la verdad de lo aconte-
cido, lo que constituye un estándar de justicia respecto a la justicia transicional. 
Barbosa y Bernal (2015) citan a Quinche (2009) para respaldar su argumentación 
referente a la sentencia de la CIDH del caso Myirna Mak contra Guatemala, en 
la que se manifiesta la importancia de la verdad como medio importante para la 
reparación (Valencia, 2013).
8 Valencia Villa (2013) afirma: “La teoría de la guerra justa es una de las tradiciones a las que más se recurre para 
justificar la legitimidad de la guerra. Tiene un importante desarrollo desde la antigüedad hasta nuestros días, las 
llamadas nuevas guerras han encontrado en esta teoría razones para su justificación bajo los argumentos entre 
otros del derecho a la legítima defensa, la agresión indirecta, las guerras punitivas, la guerra preventiva y la inter-
vención humanitaria” (p. 31). 
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Los antecedentes del término contexto demuestran que puede ser entendido 
como elemento de crímenes de sistema, método de investigación y como indicio. 
Conceptualización de contexto como elemento de crímenes de sistema, método de investiga-
ción, medio de prueba, prueba y como indicio  
Elementos de crímenes de sistema  
Este panorama nos permite inferir las aproximaciones conceptuales sobre las que 
podemos identificar la palabra contexto. Podemos entenderlo como un elemento 
normativo del tipo penal, pues en el Derecho Penal Internacional, en particular en 
el Estatuto de Roma, se observa como una de las características de los delitos de 
sistema el establecimiento de un contexto, para comprender el comportamiento 
criminal de un aparato organizado de poder u organización criminal, encargada 
del desarrollo de una violencia sistemática que tiene como hecho global la vul-
neración de los valores que engendra el Derecho Internacional Humanitario y los 
derechos humanos, lo que conlleva la materialización de los delitos de sistema9. 
Ejemplo de lo anterior se aprecia en el delito de genocidio. Su cuerpo legal distin-
gue una serie de formas para concretar la conducta cosa que, de no probarse, de-
jaría atípico el comportamiento, como se puede notar en el Artículo 6 del Estatuto 
de Roma, en el que se señala: 
(1) Matanza de miembros de grupo, (2) lesión grave a la integridad física o mental 
de los miembros del grupo, (3) sometimiento intencional del grupo a condiciones de 
existencia que hayan de acarrear su destrucción física total o parcial, (4) medidas 
destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo, y (5) traslado por la fuerza de 
niños del grupo a otro grupo. 
Este conjunto de maneras en las que se puede presentar la conducta son cir-
cunstancias o elementos de violencia sistemática conectadas con el elemento sub-
jetivo que posee el tipo, al manifestar que el autor “haya tenido la intención de 
destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como 
tal”, lo que en últimas, delimita el contexto, sin necesidad de decirlo expresa-
mente. Se debe probar que el autor ha promovido su conducta bajo cualquiera de 
9 Por delitos de sistema se entienden el genocidio, los crímenes de guerra y de lesa humanidad.
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estos supuestos con dicha intención; así lo manifiesta Martínez (2013) al tomar 
como referencia a Naciones Unidas (2002) cuando expresa: “Que la conducta 
haya tenido lugar en el contexto de una pauta manifiesta de conducta similar diri-
gida contra ese grupo o haya podido por sí misma causar esa destrucción” (p. 13). 
Sin embargo, Kai Ambos (2004) refiere que este no es un elemento necesario del 
tipo y puede ser un factor importante para probar la intención especial del autor. 
En relación con los crímenes de guerra, el elemento de contexto está consi-
derado “En particular cuando se cometan como parte de un plan o política de o 
[…] de la comisión en gran escala de tales crímenes” (Ambos, 2004, p. 82); de 
acuerdo con lo preceptuado en el Artículo 8 del Estatuto de Roma. Desde este 
aspecto, el contexto debe plantearse en un conflicto armado internacional o inter-
no y eliminar los disturbios, motines, actos esporádicos y aislados de violencia 
(Martínez Osorio, 2014).
La definición y los elementos del conflicto armado han evolucionado. Ahora 
por este se entiende la “recurrencia de la fuerza armada entre dos Estados, o a la 
violencia armada prolongada entre autoridades y grupos organizados, ‒o entre 
estos últimos entre sí‒, dentro del territorio de un Estado” (Guerrero, 2010, pp. 
22-23). Este concepto se extrae del caso Tadic, conocido por el TPIY y trae como 
elemento novedoso la posibilidad de una confrontación entre grupos organizados 
de un Estado parte y el requerimiento de que uno de esos grupos controle una 
parte del territorio del Estado. Guerrero (2010) expresa:
Siguiendo a Olasolo se puede concluir que de acuerdo con la jurisprudencia del TPIY, 
tienen la condición de conflicto armado todas aquellas situaciones de enfrentamiento 
entre fuerzas armadas gubernamentales y grupos armados de oposición —o entre 
estos últimos entre sí— que actúen bajo un mando responsable, tengan un sistema 
disciplinario interno, y posean la estructura interna y la capacidad logística y opera-
cional necesaria para mantener un cierto nivel de violencia armada durante un cierto 
periodo de tiempo mediante el desarrollo de operaciones de manera concertada (pp. 
22-23).
Asimismo, reitera los requisitos para aplicar el Derecho Internacional 
Humanitario: estructura jerarquizada, existencia de un control en la aplicación 
del DIH, intensidad y duración de la confrontación militar (lo que implica enten-
derlo como “violencia armada prolongada”), se puede asumir por grupo arma-
do aunque expresamente no se señale en el caso como “grupo de personas que 
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están dentro de una estructura, una cadena de mando, una normatividad interna, 
y un conjunto de símbolos dirigidos a expresar externamente la autoridad de sus 
miembros” (Guerrero, 2010, p. 23) .
En los casos Fiscal contra Tihomir Blaskic, sentencia proferida el 3 de marzo 
de 200010 y Fiscal contra Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo Chui, se señala 
como contexto el reconocimiento de un conflicto armado y se pueden imputar 
los crímenes de guerra; luego delimita los elementos requeridos para probar tal 
crimen:
(1) Ataque ilegal contra civiles (cargo 3); el ataque contra bienes de carácter civil 
(cargo 4). (2) Existencia entre el conflicto armado y los crímenes alegados y (3) 
Conocimiento por los autores de los crímenes de las circunstancias de hecho que 
establecen la existencia de un conflicto armado (Ramelli, 2011, p. 341).
Andreas Forer (2013)11, en alusión al caso Tomas Lubanga Dyilo, expresa 
que el tribunal de primera instancia se valió del concepto de contexto para de-
terminar los límites geográficos y temporales del conflicto armado, conocer sus 
causas y motivos, acreditar su naturaleza y sus condiciones relativas de existen-
cia, establecer la responsabilidad penal de Thomas Lubanga y acreditar el dolo 
de segundo grado, con una serie de elementos materiales probatorios que les per-
mitieran armar el contexto y concluir que el procesado era culpable del delito de 
reclutamiento forzado, motivado sobre todo por rivalidades culturales y disputas 
de territorio. En Colombia, en el fallo en contra de los procesados José Rubén 
Tobón Peña, Wilmer Moreno Castro y José Manuel Hernández Calderas, se pro-
firió el primer fallo por violencia sexual en crímenes de guerra o violencia sexual 
en el contexto del conflicto armado (Bernal Acevedo, 2013). Los sentenciados se 
valieron de su poder como miembros de las AUC para obligar a Diana Carolina 
Castilla Zuleta y Luz Mary Reyes (menor de edad) a tener relaciones sexuales 
con Peña Tobón y alias Tom a cambio de la liberación de sus parejas, quienes 
10 Pueden verse: Radicado: IT-95-14-T. Fiscal Vs Tihomir Blaskic, sentencia proferida el 3 de marzo de 2000 por la 
Sala de Primera Instancia del TPIY; Fiscal. Vs Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo Chui (situación de la República 
Democrática del Congo).
11 Forer (2013) formula tres preguntas: ¿Cuál fue el contexto de los crímenes cometidos por Lubanga? ¿Cómo se 
construyó y acreditó el contexto? ¿Para qué sirvió el contexto configurado por la Sala de Primera Instancia?, con el 
objeto de observar la responsabilidad de Thomas Lubanga de los delitos de reclutamiento forzado.
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fueron asesinados por el Bloque Vencedores de Arauca al que pertenecían (Bernal 
Acevedo, 2013). Bernal (2013) expresa: 
La colegiatura señala expresamente en el proveído, que ninguna duda se ofreció res-
pecto de la comprobación de: (i) la existencia de un conflicto interno armado en 
Colombia, trabado entre organizaciones subversivas y paramilitares, (ii) las que  
en sus propósitos de expansión, han sometido a la población civil ajenas a las hosti-
lidades a graves, sistemáticas y generalizadas violaciones de sus derechos humanos.
Para la Sala también fue claro que el accionar del Bloque Vencedores de Arauca se 
dio dentro del contexto de un conflicto armado imperante en el país, concentrando 
sus ataques generalizados y sistemáticos en contra de la comunidad ajena al conflic-
to, lo que resulta fácilmente sustentable si se tiene en cuenta que las 2.113 víctimas 
reportadas del referido bloque paramilitar pertenecen en su totalidad a la población 
civil y solo se cuentan con registros de 16 enfrentamientos entre esta estructura arma-
da ilegal y la subversión a quien señala no obstante de ser su enemigo natural (p. 71).
Respecto a los crímenes de lesa humanidad, el Artículo 7, numeral 1, del 
Estatuto de Roma determina que el hecho delictivo debe ser “cometido como par-
te de un ataque generalizado o sistemático, contra una población civil” (Ambos, 
2004, p. 59) y que se produzca conforme a la política de un Estado o de una orga-
nización, como lo menciona Martínez Osorio (2014) acerca de la sentencia Fiscal 
contra Gbagbo, de 2014.
Para ilustrar el significado de contexto, proponemos el caso Eichmann12 
(Ramelli, 2011), que guarda relación con el plan de Adolf Hitler denominado “la 
solución final”, en el que el tirano, a nombre del pueblo nacional socialista, dise-
ña un procedimiento sistemático que tiene por finalidad destruir al pueblo judío 
radicado en Europa. Este propósito estaba delegado a funcionarios e institucio-
nes del Estado nacional socialista, evidenciado en documentos que corroboran 
la sistematicidad del comportamiento estatal y su evolución progresiva13 (Owen, 
2006).
12 En el asunto Eichmman, el acusado, Otto Adolf Eichmman, debió responder por infracciones bajo el imperio de 
la Ley 5710 de 1950, relativa al castigo de los nazis y sus colaboradores por haber participado en la ejecución del 
plan “Solución final al problema judío”.
13 “La gente que había bajado de los camiones —hombres, mujeres y niños de todas las edades— debía desnu-
darse de acuerdo con las órdenes de un oficial de las SS, que llevaba una fusta para perros o caballos, y colocar 
la ropa en los lugares designados según fueran zapatos, prendas externas o ropa interior… Sin gritos ni lloros, 
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El plan puede establecerse de la siguiente forma: primera etapa, “erradicación 
de la influencia judía”, consistente en una seria de medidas legislativas y adminis-
trativas que pretendían hacer emigrar al pueblo judío de Europa. La segunda eta-
pa, la “solución territorial”, era la continuación de la etapa previa y la concreción 
del traslado judío a territorios específicos (Madagascar), para concentrarlos en 
grupos humanos y deportarlos radicalmente a zonas bajo el dominio alemán, con 
la intención de situarlos en lugares en condiciones extremas que les dificultaran la 
su supervivencia; tercera etapa, “plan Siberia”, presuponía trasladar al pueblo ju-
dío a Siberia para que no sobrevivieran en condiciones geográficas difíciles; cuar-
ta etapa, “aniquilación de los judíos tras el frente oriental” y quinta, “exterminio” 
del pueblo judío europeo en las cámaras de gas (Rafecas, 2012). Arendt (2011) 
las define en objetivos: expulsión, concentración y exterminio del pueblo judío. 
Así las cosas, el contexto, como elemento de los crímenes de sistema asi-
milable a un factor normativo del tipo penal, nos permite asumirlo como un 
componente que basa su estructura en la sistematicidad, lo que posibilita hablar 
de contexto de “conflicto armado” cuando nos encontramos en los crímenes de 
guerra o de un ataque dirigido a una población civil en el que exista una política 
estatal o de una organización para hacerla efectiva. La consecuencia de no probar 
el elemento de contexto es la atipicidad de la conducta. 
Contexto como método de investigación  
La revisión del contexto puede verse como un método de investigación de “análi-
sis y contexto”, debido a que escapa al paradigma tradicional establecido por las 
legislaciones internas, en el cual se observan, caso por caso, las situaciones que 
vulneran normas del Código Penal, de tal forma que los delitos se toman como 
situaciones aisladas que no guardan relación entre sí. 
esas personas desnudas permanecían de pie, reunidos por familias, mientras se besaban, se despedía y espera-
ban la señal de otro oficial de la SS que se encontraba cerca de la fosa y que también blandía una fusta. Durante 
los quince minutos que permanecí allí no oí que nadie se lamentara ni suplicara piedad. Vi a una familia de ocho 
miembros… Una anciana de pelo cano sostenía en brazos a un niño de un año; le cantaba y le hacía cosquillas… 
El padre cogía de la mano a un niño de cinco a diez años mientras le hablaba con dulzura, y el chico trataba de 
contener las lágrimas. El padre señaló el cielo, le acarició la cabeza y pareció que le explicara algo. En ese mismo 
momento, el oficial de las SS del montículo gritó algo a su colega y le dio instrucciones para que los llevara detrás 
del montículo. Rodeé el montículo y me topé con una enorme tumba. Las personas yacían unas sobre otras de 
manera que sólo se les veía la cabeza. A casi todas les caía la sangre de la cabeza por los hombros. Algunos aún 
se movían... Hermann Grabe, testigo en Nuremberg” (Owen, 2006, p. 1).
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El cambio de paradigma implica un método que enlace los fenómenos delic-
tuales que suceden en un determinado territorio, a partir de patrones criminales 
que brinden la posibilidad al investigador de conectarlos bajo parámetros lógicos 
e identificar a la organización criminal, desde sus cabecillas hasta los mandos 
medios y bajos, sus colaboradores y financiadores; entender su operatividad y la 
forma como desarrollan su comportamiento delictivo y la transformación de los 
capitales obtenidos con la ejecución de los delitos en la producción de bienes y 
servicios legales en los mercados nacionales e internacionales.
Con este método se identifican los tipos de mercados ilegales en los que ac-
túan y la forma como permean la economía legal con sus capitales, de tal suerte 
que se puede establecer, a ciencia cierta, cuáles son las consecuencias de sus 
actuaciones en la sociedad y el daño causado y, por otra parte, se puedan señalar 
las conexiones de estas organizaciones con otras internacionales, al comprender 
que su accionar tiene implicaciones directas en otros mercados y en otras organi-
zaciones ilegales globales.
La metodología de investigación propone enfrentar el fenómeno de la crimi-
nalidad organizada en un plan estratégico basado en la priorización de conductas 
penales como parámetro para enfocar los esfuerzos investigativos, el estableci-
miento de un contexto que le permita comprender la forma como opera la orga-
nización criminal en una región determinada y los factores económicos, sociales, 
políticos y antropológicos que facilitan su operatividad. 
El contexto es todo lo que rodea a la actividad criminal. Es el “antes” de la 
conducta criminal y, al mismo tiempo, es la explicación completa de la materiali-
zación de los delitos, lo que lleva al investigador a observar este fenómeno como 
un comportamiento conexo, con implicaciones específicas en grupos sociales, 
desde una explicación que sirva para hallar a las cabezas de las organizaciones 
criminales.
La finalidad de este modelo de investigación se concreta en un plan estratégi-
co: “(i) Hacer frente al fenómeno de masividad de los crímenes cometidos en el 
contexto de conflicto armado interno; y (ii) Demostrar las conexiones existentes 
entre las diversas manifestaciones del crimen organizado y distintos estamentos 
de la sociedad colombiana” (Martínez Osorio, 2014, p. 5). 
En el plano operativo, pretende:
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[…] investigar las conductas delictivas ya no como hechos aislados o inconexos sino 
como el resultado del accionar de organizaciones delictivas dentro de un determina-
do contexto. Se pretende, entonces, que la adopción progresiva del nuevo sistema 
de investigación penal posibilite superar el paradigma tradicional de investigación 
centrado únicamente en la resolución del caso en concreto (Martínez Osorio, 2014, 
pp. 5-6).
Los objetivos de esta metodología de investigación son tres: 
(i) Persecución de los máximos responsables en la comisión de crímenes de sistema, 
perpetrados por aparatos organizados de poder, a efectos de conocer la verdad de lo 
sucedido, evitar su repetición y propender por la reparación. (ii) La investigación y 
desmantelamiento de organizaciones delictivas responsables de múltiples delitos or-
dinarios; y (iii) En el caso de los delitos no perpetrados por organizaciones delictivas 
el nuevo sistema apuntará, en especial, a combatir patrones culturales discriminato-
rios y graves vulneraciones de los derechos fundamentales (Martínez Osorio, 2014, 
p. 6).
Este tipo de investigación tiene su centro en el análisis de la lógica de la 
organización criminal (lógicas de acción colectiva) y sirve de base para hacer 
las imputaciones penales, al propiciar el reconocimiento de patrones de compor-
tamiento criminal de la organización, cuyo fundamento es la división de trabajo 
entre determinado y determinadores, la subordinación y el acceso diferenciado a 
la información, lo que permite encontrar los puntos de conexión entre perpetrado-
res materiales de los hechos y quienes emitieron la orden o la política sistemática 
para hacerlas (Martínez Osorio, 2014).
Investigación frente a los crímenes de sistema
Los supuestos que se desprenden de este método de investigación, relacionados 
con los crímenes de sistema14, se concretan en: 1) estos tipos de crimen los hace 
una estructura u organización (Estado, insurgencia o paramilitarismo); 2) inver-
sión del paradigma tradicional de investigación, de forma que el fiscal describa el 
acto criminal concreto y no solo sus resultados, analice el funcionamiento de los 
elementos de la maquinaria y entienda a la organización como una máquina en la 
que cada parte cumple una función que materialice su objetivo; 3) los crímenes 
de sistema deben estudiarse globalmente, no como hechos aislados, sino como 
14 Martínez Osorio (2014) los toma de Seils y Wierda. 
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sucesos conexos que guardan relación entre sí y da prevalencia a los procedi-
mientos adoptados por la organización más que a sus resultados.
En esta modalidad, resulta insuficiente la metodología de los investigadores 
de centrar el esfuerzo en la búsqueda de información basado en la escena del 
crimen y el análisis forense, pues con ello se podría establecer la intervención de 
los determinados pero no necesariamente la de los determinadores; por lo tanto, 
en este tipo de sistemas criminales es fundamental que la actividad investigativa 
se apoye en otras técnicas con la finalidad de encontrar información como “el 
mapeo del universo de sospechosos y de víctimas; la determinación del contexto 
sociohistórico de los hechos; la caracterización de contextos locales y dinámicas 
de violencia; y el análisis de información documental, tanto pública como reser-
vada” (Martínez Osorio, 2014, p. 21), además de la identificación de patrones 
criminales que lleven a identificar a los autores, en especial a los determinadores 
o las cabezas del sistema criminal.
En consecuencia, en estos crímenes de sistema, la actividad investigativa 
debe enfocarse en el análisis del contexto para definir los patrones de criminali-
dad y las políticas o los planes de la organización criminal.
Investigación frente a organizaciones criminales
En las organizaciones criminales, la modalidad de investigación en contexto se 
torna esencial, pues con ella se puede fijar un diseño de investigación que trace 
una estrategia para seleccionar los casos trascendentes relacionados con el plan 
criminal y establecer la forma en que se harán efectivos estos métodos para lle-
varlos a conocimiento del juez.
La Fiscalía General de la Nación obra haciendo uso de un diseño de investi-
gación que se ejecuta con base en un análisis contextual. En un primer momento, 
se prioriza la problemática a partir de una hipótesis general y de allí se formulan 
varias preguntas con las cuales se define el contexto de la organización crimi-
nal; uno de ellos se relaciona con el estudio histórico-económico de la organiza- 
ción criminal, para descubrir el origen y la justificación del actuar de la organi-
zación criminal y en qué períodos ha funcionado. También se tienen en cuenta 
el contexto local y las dinámicas de la violencia con las que se verifica el 
76




comportamiento de otros actores dentro de estos crímenes organizados (Martínez 
Osorio, 2014).
En el estudio del comportamiento de las organizaciones criminales se debe 
considerar el análisis de sus características, pues con ellas puede identificar la 
composición, la estructura, el funcionamiento, los planes, la división de funcio-
nes, los métodos para asegurar la ejecución de planes y los recursos con los cuales 
se financian (Martínez Osorio, 2014). 
Asimismo, deben analizarse los planes criminales para deducir el modus ope-
randi y los patrones. El conjunto de estos elementos constituye la denominada 
violencia organizada o planificada (Martínez Osorio, 2014). 
Esto nos lleva a concluir que la investigación de contexto va dirigida a com-
batir varios frentes: aparatos organizados de poder, organizaciones criminales 
transnacionales, organizaciones criminales ordinarias y criminales, en razón de 
patrones culturales y discriminatorios. 
Herramientas para la investigación de contexto
Kaufmann (1998) se preguntaba: ¿será que la cibernética es la edad que llega?, 
en relación con la influencia de las herramientas informáticas en el ejercicio del 
Derecho, entendidas como elementos indispensables del obrar humano. En ese 
sentido, el Derecho y la justicia cuentan con instrumentos sólidos de análisis de 
datos para agilizar los vínculos que se concretan en el sistema judicial y también 
en las relaciones jurídicas que a diario tocan nuestras vidas. 
La informática jurídica se mueve en dos esferas: la eminentemente compu-
tacional y la relación entre ambos campos. En la primera, se pretende tomar al 
Derecho y convertirlo en algoritmos matemáticos que solucionen problemas co-
tidianos de los ciudadanos en las diferentes áreas del Derecho y hacer de este una 
gran base de datos; esta teoría fracasó, debido a la teoría de los casos difíciles en 
la que Hart (1961) demostró que frente a un mismo caso pueden existir diferentes 
soluciones, por las zonas de penumbra que presentan las normas jurídicas, pero 
adicional a ello, el elemento inimaginable para la informática, que hace poco 
confiable esta manera de entenderlo, es la justicia pues no existe una regla exacta 
que se aplique de forma igualitaria a todos los casos. 
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Por su parte, la teoría de las dos esferas sugiere que tanto la informática como 
la justicia y el Derecho convergen y proponen soluciones específicas frente a ca-
sos concretos, apoyados mutuamente en sus propias herramientas; estos son los 
algoritmos matemáticos, la Filosofía y la teoría del Derecho. En tal sentido, su 
operatividad se concreta en la posibilidad de utilizarse como apoyos complemen-
tarios; por ello, su objetivo consiste en lograr una transformación del entorno que 
le permita producir inferencias lógicas y mayor capacidad argumentativa en las 
decisiones jurídicas (Barragán, 1996; Büllesbach, 1992). 
En la investigación de análisis de contexto hay un fuerte contenido informá-
tico que relaciona a los elementos fundamentales del contexto con hechos re-
copilados en la investigación, los cuales están íntimamente ligados a elementos 
materiales probatorios y evidencia física que, unidos a las informaciones sumi-
nistradas en su ejercicio, determinan relaciones entre la estructura criminal y los 
patrones de criminalidad para hacer un cotejo sustancial global. Ese ejercicio 
se hace por medio de las herramientas de análisis criminal comprendidas como 
bases de datos. 
Para desarrollar el tema, la Fiscalía General de la Nación cuenta con unas he-
rramientas informáticas que le permiten analizar los grupos criminales, comparar 
casos, recolectar y buscar información para encontrar patrones de comportamien-
to criminal en los aparatos organizados de poder (Montealegre, 2013a). Con una 
gran cantidad de información y las herramientas informáticas, los investigadores 
buscan identificar patrones y conexiones, al capturar, controlar y analizar todos 
estos datos, por medio de unas herramientas informáticas denominadas base 0.8 
y Analistʼs notebook 8, con las que se puede aplicar funciones de datos y obtener 
información como: “La estructura del grupo armado, bloques, frentes, desmovili-
zados, postulados, miembros representantes, desplazados, hechos: masacres, de-
litos de género, bienes, armamento, antecedentes y georreferenciación” (Fiscalia 
General de la Nación, s.f., p. 11).
Las ventajas de estas herramientas informáticas se concretan en que permiten 
descubrir todas las conexiones y relaciones que existen con las informaciones 
estudiadas para individualizar la estructura criminal y su operatividad, extraer 
informaciones, explorar e investigar sus contenidos, encontrar puntos de interés 
común y facilitar labores de auditoría y gestión que aseguren la protección de la 
información y el acceso a ella (Fiscalia General de la Nación, s.f.).
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Por ejemplo, la estructura general de información en el grupo de justicia y paz 
del CTI puede identificar los bloques y sus estructuras y, a partir de allí, estable-
cer sus bienes, vehículos, semovientes, dinero, armas, inmuebles, sociedades y 
embarcaciones; por otra parte, puede detectar las masacres en las que han partici-
pado sus frentes, los departamentos en donde operan y sus municipios, los hechos 
que constituyen delitos de sistema y sus miembros, representantes y desmovili-
zados, así como sus víctimas (desplazados) y sus patrones de macrocriminalidad.
 La herramienta Analistʼs notebook 8 construye gráficos para discriminar me-
jor la información e ilustrarla por medio de fotografías, relaciones de bienes, etc., 
que guardan relación con un bloque, con un cabecilla o alto mando. Si lo trasla-
damos al tema de delincuencia organizada, su actividad consiste en concentrar la 
información obtenida para responsabilizar a una o varias personas de la actividad 
criminal, de forma que se incorpore una rica y poderosa visualización asistida 
que facilite encontrar relaciones o patrones criminales que apoyen los procesos 
dinámicos de los analistas y de la inteligencia, con la finalidad de optimizar los 
recursos de la investigación (Fiscalia General de la Nación, s.f.).
Por último, existe el sistema DSS-JYP que entrelaza informaciones de los 
sistemas de información de justicia y paz con el penal acusatorio, al entablar 
relaciones existentes entre ellos, con base en los procesados, sus víctimas y los 
delitos por los cuales se está procesando. Con esto vincula toda la actividad de-
lincuencial, así como sus características de individualización, con el propósito 
de obtener el mayor número de información y ligar el Sistema de Información de 
Justicia y Paz (SIJYP), el Sistema Penal Oral Acusatorio (SPOA), el sistema 
de información Evidentix y el Sistema de Información Judicial Fiscalía (SIJUF) 
entre otras, para tener un sistema de alertas que le permitan al investigador pres-
tar mayor atención frente a los resultados procesados por el sistema de datos 
(Fiscalia General de la Nación, s.f.).
Contexto como medio de prueba y prueba  
Otra forma de entender la denominación de contexto consiste en asumirlo como 
medio de prueba en materia penal, desprendida del proyecto de ley que pretende 
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reformar el Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 200415, pues en su cuer-
po normativo dispone:
Artículo 73. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 207A, así: 
Artículo 207A. Otros métodos de investigación. En desarrollo de la labor investi-
gativa podrán utilizarse metodologías y herramientas de las diferentes áreas del co-
nocimiento para identificar y entender integralmente casos, situaciones, temáticas o 
fenómenos. 
También podrán realizarse investigaciones en contexto, cuyo propósito es determinar 
los aspectos esenciales de orden geográfico, político, económico, histórico, cultural y 
social, en el cual se han perpetrado conductas punibles en el marco de un fenómeno 
delincuencial, con el fin de identificar elementos de sistematicidad, patrones crimina-
les, modus operandi, tendencias, entre otros.
Los productos de estos análisis podrán ser introducidos de manera individual o 
mediante prueba de contexto. Las mismas facultades las tendrán la víctima y la 
defensa.
No constituye una investigación en contexto el recuento anecdótico de acontecimien-
tos ni tampoco el relato de hechos inconexos.
Artículo 84. Modifíquese el artículo 275 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así: 
Artículo 275. Elementos materiales probatorios y evidencia física. Los hechos obje-
to de indagación e investigación podrán ser demostrados por cualquier medio. Para 
efectos de este Código se entiende por elementos materiales probatorios y evidencia 
física, entre otros, los siguientes:
i) Aquellos que permitan establecer las circunstancias y condiciones que explican 
la comisión de los hechos que son materia de investigación, la reconstrucción del 
contexto de lo sucedido, los productos de análisis y las demás herramientas de in-
vestigación criminal.
Artículo 337. Contenido de la acusación y documentos anexos. El escrito de acusa-
ción deberá contener:
h) Se descubrirá la información, evidencia física y los elementos materiales pro-
batorios que sirvieron para el análisis de contexto, los productos de análisis, así 
como la indicación de quienes participarán en el juicio oral. 
Artículo 137. Modifíquese el artículo 382 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así: 
15 “Por medio del cual se reforman algunos artículos de la Ley 906 de 2004, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 65 
de 1993 y se dictan otras disposiciones”.
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Artículo 382. Medios de conocimiento. Son medios de conocimiento la prueba tes-
timonial, la prueba pericial, la prueba documental, la prueba de inspección, los pro-
ductos de análisis y la prueba de contexto, los elementos materiales probatorios, 
evidencia física, o cualquier otro medio técnico o científico, que no viole el ordena-
miento jurídico.
Será admisible la presentación de evidencias demostrativas siempre que resulten per-
tinentes para el esclarecimiento de los hechos o para ilustrar el testimonio […].
Artículo 142. La Ley 906 de 2004 tendrá una nueva Parte VII del Capítulo III, Título 
IV, Libro III, así:
Parte VII. Reglas relativas a la prueba de contexto
Artículo 143. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 441A, así: 
Artículo 441A. Prueba de contexto. Se entiende por prueba de contexto el resultado 
del análisis obtenido mediante la investigación de que trata el inciso 2 del artículo 
207A. La prueba de contexto constituye un medio de conocimiento autónomo. 
Artículo 144. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 441B, así: 
Artículo 441B. Declaración del analista de contexto. El fiscal, la defensa o las vícti-
mas dentro del proceso podrán solicitar la declaración de uno o varios de los profe-
sionales o expertos en diferentes disciplinas que hayan participado en la elaboración 
de la prueba de contexto que se pretende introducir, a efectos de que aporte los pro-
ductos de análisis, las metodologías que ha empleado y las conclusiones pertinentes.
Artículo 145. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 441C, así:
Artículo 441C. Apreciación de la prueba de contexto: el juez apreciará la prueba de 
contexto, teniendo en cuenta lo siguiente: 
1. La fiabilidad de las fuentes utilizadas para la elaboración del análisis. 
2. La experiencia o cualificación de los profesionales o expertos que contribuyeron 
en la elaboración de dicha prueba. 
3. La metodología utilizada y su forma de aplicación en el análisis. 
4. La coherencia entre el análisis y sus conclusiones. 
5. Cualquier otro aspecto similar o análogo a los anteriores.
Artículo 227. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 583, así:
Artículo 583. Investigación en contexto. Paralelamente a los acercamientos colec-
tivos, la Fiscalía General de la Nación podrá realizar una investigación en contexto 
que le permita establecer: 
81




1. La plena identidad de las personas integrantes de la organización criminal que 
buscan el sometimiento a la justicia. 
2. La caracterización de la organización criminal, estructura y funcionamiento or-
ganizacional, sus zonas de influencia, el control de rentas lícitas e ilícitas, bienes 
fruto de sus actividades e instrumentos y armas usadas para la realización de las 
conductas punibles.
3. Información conducente a la identificación de las víctimas de las conductas de-
lictivas realizadas por la organización criminal.
4. Cualquier otro elemento que le permita la efectiva judicialización de los miem-
bros de la organización criminal (negrillas propias).
Esta aseveración se hace a expensas de quien tiene la iniciativa legislativa 
en la reforma al Código de Procedimiento Penal, en este caso el Ministerio de 
Justicia y la Fiscalía General de la Nación. De acuerdo con las disposiciones 
referenciadas, se puede manifestar que el contexto es un medio de prueba, cuya 
finalidad es describir un sinnúmero de circunstancias que serán expuestas en el 
juicio por un grupo interdisciplinario que se ocupa de recolectar informaciones 
que serán evaluadas por ellos como analistas y luego se incorporarán a juicio, 
como si fueran elementos materiales probatorios o evidencias físicas.
No se define el papel del analista de contexto: como un testigo experto o 
como un perito en el ejercicio de su intervención en el juicio penal. Tampoco se 
precisa cuál es la denominación de la palabra contexto dentro de la categoría de 
una prueba, pero lo cierto es que de lo analizado sobre el texto legal se vislumbra 
que tendría la connotación de una prueba directa de cargo.
De todas formas, es ineludible criticar la inadecuada redacción de las nuevas 
disposiciones, su imprecisión conceptual y los vacíos que se desprenden de su 
simple lectura; al mismo tiempo, deja el sin sabor de generar un tipo de investi-
gación que se transforma en una prueba y se confunde con su objeto.
Contexto en el Derecho Internacional de los derechos humanos
El contexto puede entenderse como indicio. Así lo ha entendido la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), a partir de la responsabilidad in-
ternacional de los Estados por sus acciones y omisiones en el cumplimiento de 
sus deberes en la Convención Interamericana de Derechos Humanos. Si bien es 
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cierto que en su cuerpo normativo no se ha especificado un tipo de tarifa legal 
para probar ante su jurisdicción, de acuerdo con el texto normativo que rige su 
competencia, la Corte ha entendido que existe libertad probatoria y también aco-
ge la teoría de la carga dinámica de la prueba en el sistema de valoración delimi-
tado en la sana crítica16 (Abreu Burelli, 2015; Castañeda Quintana, 2011; Bovino, 
2005). 
En consecuencia, el contexto es la construcción que hace el juez al valorar 
los medios de prueba recolectados en el proceso y puestos a su conocimiento 
bajo el principio de inmediación; de esta forma, su valoración genera prueba 
indiciaria que hace posible inferir el hecho indicante, en el sentido de que atri-
buye responsabilidad al Estado en el cumplimiento de sus obligaciones ante la 
Convención, en el supuesto de analizar una serie de hechos que, unidos, arrojan 
como resultado una política sistemática de violación de derechos humanos. Si de 
los medios de prueba se puede establecer un patrón de desapariciones forzadas o 
de ejecuciones extrajudiciales, se puede corroborar la responsabilidad estatal por 
acción o por omisión (Castañeda Quintana, 2011). 
En este punto, vale la pena comprender que, frente a la jurisdicción de 
la CIDH, existe flexibilidad en el ámbito de apreciación probatoria, debido a la 
dificultad de encontrar prueba directa que vincule la responsabilidad estatal. Es 
necesario advertir que a este no le interesa dejar huella de sus errores y por ello, la 
CIDH ha entendido que el tema debe manejarse con las reglas del mejor probar y 
en un contexto de apreciación de la prueba que le otorgue elementos de juicio se-
rios para analizar la forma en que vulnera los derechos humanos (Abreu Burelli, 
2015; Bovino, 2005). 
En conclusión, la Corte entiende que su método de valoración probatoria es 
flexible o laxa, pero al mismo tiempo específica para casos concretos, como los 
que se desprenden de desapariciones u otras formas de violación de derechos 
humanos en las que es muy difícil encontrar la responsabilidad de los Estados por 
16 Bovino (2005) la define: “Sana crítica: El sistema se caracteriza por la ausencia de reglas abstractas de reglas 
de valoración probatoria. Exige la fundamentación de la decisión, con la explicitación de los motivos que la fundan, 
la mención de los elementos de convicción que se tuvieron en cuenta y cómo fueron valorados. La fundamentación 
de la valoración debe ser racional, respetar las reglas de la lógica, de la psicología, de la experiencia y del correcto 
entendimiento humano. Este método deja al juzgador en libertad para admitir toda prueba que estime útil al escla-
recimiento de la verdad, y para apreciarla conforme a las reglas de la lógica, de la psicología y de la experiencia 
común” (p. 70).
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medio de la prueba directa; esto abre la posibilidad de tomar a la prueba indirecta 
para constatar “la existencia de una práctica sistemática de desapariciones u otras 
violaciones a los derechos humanos, más la conexión entre la desaparición de-
nunciada y dicha práctica” (Bovino, 2005, p. 78).
Al recoger la argumentación de Bovino, no se exige la identificación del agen-
te del Estado que vulneró el derecho humano; basta con que se pueda corroborar 
que fue uno de sus miembros quien lo hizo, lo que propone una distinción entre 
el grado de comprensión del sistema de sana crítica en el Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos y la responsabilidad penal de los procesados en materia 
penal.
Contexto y la teoría del delito  
Tipicidad
Cuando se hace esta afirmación, se pretende dirigir el argumento para manifestar 
lo que se ha expresado en este capítulo: el contexto es un elemento de los críme-
nes de sistema como genocidio, crímenes de guerra y lesa humanidad, cometidos 
por un aparato organizado de poder, un órgano represor o una organización cri-
minal, debido al carácter sistemático que se desprende de estos.
 En cuanto a la actividad de organizaciones criminales, es importante enten-
der que el contexto delimita la actividad de la organización, por lo que el Derecho 
Penal se sirve de este para unir la variedad de delitos que se cometen en un plan 
de designio criminal común, de forma que los bienes jurídicos ofendidos pasen a 
ser colectivos y, al mismo tiempo, personales. Valores como la seguridad pública, 
la paz, la salud pública, la función pública y el orden económico y social, entre 
otros, pueden verse afectados con bienes jurídicos de orden individual como la 
vida e integridad personal, la propiedad, la integridad y la formación sexual, entre 
otros. Más que comprobar la tipicidad del delito, sirve como método de investi-
gación para establecer multiplicidad de conductas punibles.
Frente a los delitos de discriminación, el contexto sirve para distinguir com-
portamientos penales; por ejemplo, el feminicidio17 constituye un grave atentado 
17 “Artículo 2 de la Ley 1761 de 2015. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 104a, del siguiente tenor: Feminicidio. 
Quien causare la muerte a una mujer, por su condición de ser mujer o por motivos de su identidad de género o en 
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contra la dignidad de una mujer; la Ley 1761 de 2015 establece un dolo especial 
sobre el que se concreta su resultado (dar muerte a una mujer), de modo que la 
unión entre el dolo especial señalado en su discriminación y las circunstancias 
particulares del tipo proponen lo que se denomina contexto que, de no probarse, 
produce la atipicidad del comportamiento. 
Autoría
La consecuencia natural de apropiación del término contexto para el Derecho 
Penal Internacional se encuentra en probar la autoría mediata en aparatos organi-
zados de poder18 y lo que se ha denominado la coautoría como empresa criminal 
conjunta, dos teorías cuyo propósito es comprobar los esquemas de doble impu-
tación, es decir, responsabilizar tanto a los cabecillas de las organizaciones cri-
minales como a sus mandos medios y bajos de los comportamientos de Derecho 
Penal Internacional en el desarrollo de los conflictos armados o sociales. 
Autoría mediata en aparatos organizados de poder  
Si se examina la teoría de autoría mediata en aparatos organizados de poder, 
se puede establecer que, para su materialización, se requiere que la conducta 
sea ejecutada por una persona con mando en el aparato, que exista una estructu-
ra jerárquica y funcional, que sea una organización apartada del Derecho y que 
sus integrantes sean reemplazables o fungibles; esto permitiría concluir que, así 
como el determinado puede ejecutar la orden o política establecida por la estruc-
tura, puede renunciar a ello y, de hacerlo, otro puede efectuarla, de modo que en 
donde haya concurrido o antecedido cualquiera de las siguientes circunstancias, incurrirá en prisión de doscientos 
cincuenta (250) meses a quinientos (500) meses. Artículo 7. Actuaciones jurisdiccionales dentro de la diligencia 
debida para desarrollar las investigaciones y el juzgamiento del delito de feminicidio […]. f) La ubicación del con-
texto en el que se cometió el hecho punible y las peculiaridades de la situación y del tipo de violación que se esté 
investigando”. 
18 Olasolo (2011) señala los casos en los que se ha utilizado la figura de la autoría mediata por medio de los apa-
ratos organizados de poder y destaca el caso del juicio a las juntas militares en la dictadura Argentina, el caso del 
muro de Berlín, el caso contra el general Manuel Contreras en Chile, el juicio contra el exsenador Álvaro Alfonso 
García Romero en Colombia, los casos contra el líder de Sendero Luminsoso Abimael Guzmán y el expresidente: 
Alberto Fujumnori, en Perú, así como los casos contra Milomir Estakic, Radoslav Brdanin, Monsilo Kraj y Snik, Milan 
Martij y Fatmir Limaj y otros celebrados ante el TPIY, el caso contra Protais Zigiranyirazo ante el TPYR y los casos 
contra Jeanpierre Bemba, German Catanga y Mathieu Ngudjolo Chui, Omar Halbacir y Abu Garda ante la CPI.
85




la organización no exista dificultad para perpetrar el comportamiento criminal y 
asegurar el resultado (Ferré, 2010).
En palabras de Roxin (2006)19:
Se basa en la especial forma de actuación del aparato que está a disposición de los 
hombres de atrás. Tal organización desarrolla una vida que es independiente de la 
existencia cambiante de sus miembros. Ella funciona de todos modos, de manera 
“automática”, sin importar la persona individual del ejecutante (p. 513).
Roxin (2007) toma cinco elementos en la construcción de la autoría mediata 
en los aparatos organizados y los especifica para diferenciar su aplicación de 
otras modalidades de autoría, que algunos estudiosos han pretendido destinar a 
ellas como la coautoría y la inducción. Se tienen, entonces: 1. la fungibilidad en 
el marco del dominio de la organización; 2. el apartamiento del Derecho de dicha 
organización; 3. la disponibilidad hacia el hecho, específica de la organización; 
4. el poder de imposición de los hombres de atrás como soporte fundamental del 
dominio del hecho mediante aparatos organizados de poder, y 5. el dominio 
del resultado como soporte fundamental de la autoría mediata. 
El primero de ellos comporta la característica de la sustitución del autor ma-
terial, lo cual implica que, aunque se modifique a la persona que materialice la 
conducta, siempre va a existir otro que la ejecute, en virtud del poder de la or-
ganización; sobre el segundo elemento, se indica que las conductas desplegadas 
por la organización deben encontrarse apartadas del Derecho, calificación que se 
analiza a partir de la normatividad vigente al momento de ser observada; el tercer 
factor determina que los miembros de la organización tienen una disponibilidad 
hacia esta, lo cual genera seguridad tanto para esta como para el hombre de atrás. 
En este punto se establece que los ejecutantes que forman parte de estas empresas 
criminales asumen la responsabilidad y culpabilidad, pues ellas aseguran el éxito 
del hombre de atrás; se advierte que esos autores inmediatos no pueden alegar 
alguna circunstancia del fuero interno y subjetivo para que se les disminuya la 
responsabilidad o culpabilidad. El cuarto elemento surge de la convergencia de 
los tres mencionados y constituye “el poder del hombre de atrás en la realización 
del tipo”. En el quinto elemento, el hombre de atrás se hace cargo del resultado 
del comportamiento típico (Roxin, 2007).
19 Los autores de tal teoría son Roxin y Schroeder, en la década del sesenta.
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Sobre el caso de los francotiradores del muro de Berlín que disparaban a las 
personas que osaran pasar sus barreras, el Tribunal Federal alemán aplicó la teo-
ría en la que Roxin (2007) expresa: 
Mi idea de la forma de actuación del aparato criminal que posibilita la realización del 
tipo de manera casi automática, reaparece en las formulaciones del TFA que ahora ya 
pueden ser vistas como clásicas: Pero existen grupos de casos en los cuales, pese a un 
intermediario del hecho que actúa de manera plenamente responsable la contribución 
del hombre de atrás lleva casi de manera automática a la realización del tipo que este 
hombre de atrás pretende. Ello puede ocurrir cuando el hombre de atrás, mediante es-
tructuras organizativas, se aproveche de determinados contextos, dentro de los cuales 
su contribución hacia el hecho desata cursos regulares […]. Pero el TFA incluye a 
continuación también el planteamiento de Schroeder cuando dice en seguida: en tal 
caso, cuando el hombre de atrás actúe conociendo estas circunstancias, aprovechán-
dose, en especial, de la disposición incondicional del actor inmediato a completar el 
tipo […] será autor en forma de autor mediato (pp. 515-516). 
La autoría en los aparatos organizados de poder se relaciona con el tema de 
la responsabilidad penal de los superiores frente a sus subordinados ejecutores 
inmediatos o materiales plenamente capaces en el cumplimiento de unas órdenes 
emitidas por los primeros, se tiene presente la existencia previa de un aparato 
organizado de poder. La aplicación de dicha figura jurídica se ha hecho paulati-
namente en América y España por sus Tribunales de Justicia, en principio, con 
recelo y preocupación, por dificultades e imprecisiones y por la existencia de 
otras teorías también aplicables a los casos de los aparatos organizados de poder; 
con el transcurso del tiempo y con el estudio de los casos se ha verificado que la 
responsabilidad endilgada a los superiores en este tipo de organizaciones o apa-
ratos organizados no corresponde a la realidad de su intervención e injerencia en 
los planes de las empresas criminales (Olasolo, 2011; Ambos, 2008). 
Olasolo (2011) indica que “la autoría mediata se basa en el dominio del su-
perior sobre la voluntad de los subordinados en virtud del control de la organiza-
ción” (p. 184) y expresa que los autores que participan de esta teoría manifiestan 
que: 
[…] los crímenes que son cometidos a través de aparatos organizados de poder, los 
superiores e inferiores en verdad no conciertan ningún plan común, ni comparten el 
dominio de la ejecución de los delitos debido a que la organización posee su propia 
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autonomía y los subordinados meramente ejecutan o implementan automáticamente 
las órdenes de sus superiores (p. 184).
La autoría mediata en aparatos organizados de poder en América Latina no 
ha sido aplicada en todos los casos, pues se tienden a emplear otras modalidades 
como la coautoría y, la complicidad necesaria. Por ejemplo, si bien es cierto en 
el juzgamiento de los miembros de las juntas militares de la dictadura argentina 
(1976-1983) fueron condenados como autores mediatos por medio de aparatos 
organizados de poder, la última instancia modifica su intervención y los condena 
como cómplices necesarios; en Chile, en el caso del general Contreras y el co-
ronel Espinoza, acusados de la muerte del ministro Orlando Letelier (ministro 
de Asuntos Exteriores del presidente Salvador Allende), sí se les condena como 
autores mediatos por medio de aparatos organizados de poder; en Colombia20, en 
el caso Machuca, se condenó a la organización subversiva Ejército de Liberación 
Nacional (ELN) en cabeza de sus dirigentes, los comandantes de la compañía 
Cimarrón, frente que ejecutó el ataque sobre el oleoducto y sus autores materiales 
del comportamiento criminal como coautores, al acudir al principio de división 
de trabajo. Al contrario, en el caso del exsenador García, cofundador del grupo 
paramilitar Frente Héroes de los Montes de María, fue condenado como coau-
tor mediato de la masacre de Macayepo e instigador de la muerte de la señora 
Georgina Narváez, pues tenía el control del grupo paramilitar, fue una activi-
dad regular del grupo paramilitar que cofundara y logró apartar a las Fuerzas 
Militares del lugar en donde ocurrió la matanza (Olasolo, 2011).
En Perú sí se aplicó la teoría de la autoría mediata en aparatos organizados de 
poder en los casos de Abimael Guzmán por la masacre de 69 campesinos en ma-
nos del grupo terrorista Sendero Luminoso y de Alberto Fujimori, expresidente 
de Perú, por la comisión de varios delitos contra la vida, la integridad y la libertad 
personal de varios ciudadanos por parte de la institucionalidad. En los dos casos 
se aplican las características referenciadas (Olasolo, 2011). 
Si bien en España se ha mencionado la figura, no ha tenido una aplicación 
expresa, como ocurrió en el caso Marey y en el caso del juzgamiento de Pinochet; 
en Uruguay, en el caso del expresidente Bordaberry no se trató dicha figura y se 
20 En Colombia, la Corte Suprema de Justicia no aplica la figura en los casos Yamid Amad, Machuca y La Gabarra.
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aplicó la coautoría y la autoría directa por los actos cometidos durante su período 
(Olasolo, 2011).
El contexto y la empresa criminal conjunta  
Esta teoría ha sido aplicada por los tribunales internacionales de Yugoslavia 
(TPIY) y Ruanda (TPIR). En especial, se puede verificar la sentencia del 21 
de mayo de 2003, en el caso Milutinovic. Cabe resaltar que esta figura jurídica 
está dirigida a la imputación de las organizaciones criminales, para hacer una 
distinción en el grado de autor y cómplice de una o varias conductas típicas, 
ya sea de una organización que provenga de la institucionalidad (sistema de re-
presión), de la delincuencia ordinaria, banda armada o transnacional (Olasolo, 
2011; Ambos, 2008).
Se entiende que son autores todas las personas que acuerden realizar delitos 
en un plan común, con un objetivo final o básico por el que pueden ejecutar mul-
tiplicidad de comportamientos penales para concretar la finalidad trazada. A estos 
delitos se les denomina integrales21. Basta con que se manifieste el acuerdo para 
ser responsables de los delitos que ejecute la organización22, aunque ese acuerdo 
sea anterior o concomitante a la perpetración de los comportamientos o se expre-
se de forma tácita o manifiesta.
De todas formas, si se cometen delitos que no son los acordados por la orga-
nización y esta los permite como consecuencia natural para ejecutar los delitos 
integrales o son consentidos por la organización, dichos injustos serán imputados. 
También se puede hablar de empresas criminales subsidiarias o pequeñas orga-
nizaciones que están íntimamente ligadas a otras para la perpetración específica 
de unos delitos. Asimismo, varias ECC pueden trabajar en equipo y desde esta 
perspectiva, responderían por los delitos concertados.
La contribución para la ejecución del plan común es otro elemento necesario 
para la aplicación de la figura y requiere que no solo exista un acuerdo previo, 
sino que además se hagan aportes efectivos para su materialización, ya sea por 
acción (realización de los comportamientos) o por omisión (incumplir con los 
21 Debido a que ellos son los delitos establecidos por la organización para lograr su objetivo final.
22 “En aquellos supuestos en los que ninguno de los delitos imputados es parte integral del plan común, de manera 
que su comisión se presenta únicamente como una consecuencia natural y probable de la comisión de dicho plan, 
no es posible aplicar la doctrina de la ECC” (Olasolo, 2011, p. 216).
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deberes propios del cargo, sin necesidad de que estuviere físicamente en la esce-
na del crimen, siempre y cuando su aporte sea significativo; de lo contrario, será 
tratado como cómplice). 
Esta teoría tiene variantes en su aplicación, por lo que no se emplea de igual 
manera a todas la ECC, se distinguen tres variaciones: básica, sistémica y amplia. 
La primera es aquella en la que un “grupo de personas que no pertenecen a ningu-
na estructura administrativa, militar, económica o política”, se ponen “de acuerdo 
para cometer uno o más delitos” (Olasolo, 2011, p. 214). La segunda proviene 
de un sistema de represión y conserva el propósito de la variante básica, pero es 
desarrollada por la institucionalidad. La tercera es una variación extendida de las 
dos anteriores. 
En su variante básica y sistémica23, el elemento subjetivo para la existencia 
de la ECC requiere que los autores de los comportamientos tengan el mismo dolo 
o el dolo especial demandado por ciertos tipos penales (genocidio) realizados por 
la empresa criminal, que determine que su grado de intencionalidad es común a la 
de los delitos integrales; en relación con la segunda variante, si el miembro de 
la ECC no obra con el dolo especial requerido por aquellos delitos que así lo exi-
jan, será responsable a título de cómplice.
El elemento subjetivo que se requiere para la variante ampliada lo manifiesta 
Olasolo (2011) así: 
De esta manera, el primer requisito subjetivo de la variante amplia de ECC es la 
intención de formar parte de ECC básica o sistemática y, por tanto, de contribuir a  
la ejecución del plan común. Se requiere además otros dos requisitos i) el conoci-
miento de que como consecuencia de la ejecución de dicho plan es natural y previ-
sible que alguno de los miembros de la ECC puedan cometer uno o varios delitos no 
integrales ii) la aceptación de este riesgo como consecuencia de unirse o de continuar 
siendo parte de la ECC a pesar de dicho conocimiento (p. 225).
La conclusión que se extrae de la aplicación de la ECC es que sus miembros 
serán coautores de los delitos integrales que cometa la organización, siempre y 
cuando se tengan en cuenta las posibles variantes que se pueden presentar en cada 
caso.
23 Sistema de represión.
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Tanto el uso de la autoría mediata en los aparatos organizados de poder como 
la coautoría por medio de la empresa criminal conjunta sirven para imputar res-
ponsabilidad penal a miembros de organizaciones criminales y, en consecuen-
cia, su aplicación se concreta para el Derecho Penal Internacional y además se 
extiende al Derecho Penal ordinario. Lo mismo sucede con la autoría mediata 
en los aparatos organizados de poder, en los que Roxin (2006) ha reconocido la 
extensión a la organización criminal en un sentido amplio. 
Conclusiones  
1. El contexto es un instrumento idóneo que sirve para combatir la criminalidad 
organizada, llamada aparato organizado de poder, órgano represor o empresa 
criminal conjunta. De tal forma, su uso es necesario y efectivo, pues colabora 
con determinar la tipicidad de los delitos y los patrones de macrocriminalidad 
de la organización, su estructura, sus fuentes de financiación y su posición 
georreferenciada.
2. El concepto de contexto no es único, puesto que puede ser entendido como 
elemento de crímenes de sistema, método de investigación, medio de prueba 
o prueba —para la Fiscalía General de la Nación en el proyecto legislati-
vo— e indicio ―en el escenario del derecho internacional de los Derechos 
Humanos―.
3. Es pertinente destacar que la denominación de medio de prueba o prueba 
está dada en el proyecto legislativo presentado por la Fiscalía General de la 
Nación. En el recorrido histórico de esta palabra, el contexto no es utilizado 
como medio de prueba y mucho menos como prueba; es más, en el Derecho 
Penal Internacional, en donde el contexto tiene su origen, este se construye 
a partir de elementos materiales probatorios o evidencias físicas que lo de-
muestran, de modo que su manifestación judicial surge por medios de prueba 
que lo concretan y no de este como único medio de prueba.
4. El contexto, entendido como medio de investigación, permite rediseñar una 
nueva forma de comprender la manera en que la estructura u organización 
desarrolla su actividad criminal y pasar del paradigma de investigación tradi-
cional caso a caso a uno sistemático que agrupa los delitos bajo parámetros 
91




que confirman su designio criminal o su plan como organización tanto en los 
delitos de sistema como en los delitos de criminalidad organizada.
5. La utilidad del contexto dentro de la investigación se concreta en la identifi-
cación de la estructura criminal, su jerarquización, los bienes y servicios que 
posee para materializar las conductas delictivas, su relación con otras orga-
nizaciones, la identificación y la transformación de sus capitales en los mer-
cados legales, su participación en los mercados ilegales y el contexto global 
en el que participa, por medio de las herramientas informáticas que permiten 
enlazar diversas bases de datos que conllevan la reafirmación de hipótesis de 
investigación, para ser confirmadas por analistas de contexto.
6. En el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el contexto es asumi-
do como indicio, con la posibilidad de comprender que su régimen probatorio 
es flexible, debido a que los Estados pueden eliminar los elementos materia-
les probatorios y las evidencias físicas que comprometan su responsabilidad; 
ello no puede ser entendido de la misma forma para el Derecho Penal, ya 
que la responsabilidad penal tiene un sistema de valoración de la prueba más 
estricta que el acogido para juzgar a los Estados por el incumplimiento de los 
deberes establecidos en la Convención Americana de Derechos Humanos.
7. Desde el punto de vista de la teoría del delito, el contexto se incorpora como 
elemento de crimen de sistema, como elemento normativo en los tipos penales 
de discriminación basados en trato diferencial (por ejemplo, el feminicidio).
8. Ante la teoría de la autoría, el contexto sirve para probar la autoría mediata 
en aparatos organizados de poder o la teoría de la empresa criminal conjunta 
que, en últimas, llevaría a reafirmar el concepto de coautoría; esto permitiría 
establecer la responsabilidad de la organización criminal frente al tema de los 
delitos integrales; de todas formas, el contexto permite asimilar a todas las 
personas de la organización como coautores de los delitos cometidos por la 
organización, así su aportación sea insignificante, lo que llevaría a pensar que 
al tratarse de delincuencia ordinaria, no habría diferenciación entre autoría y 
participación, porque el tratamiento sería el de coautor.
9. Para el Derecho Penal Internacional, frente a los crímenes de sistema, el tra-
tamiento de los ejecutores de estas conductas no ha sido unánime. En algu-
nos casos, son calificados como autores mediatos en aparatos organizados de 
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poder, cómplices necesarios, inductores o miembros de empresas criminales 
conjuntas, lo que conlleva a señalarlos como coautores.
10. Para la justicia transicional, el contexto no solo ayuda a detectar los patrones 
de macrocriminalidad, la estructura de mando y las fuentes de financia- 
ción de la organización criminal, sino que además es factor fundamental en 
el que se pueden llegar a determinar los crímenes de sistema, sobre todo 
porque es un elemento del crimen; por ello, es obligatorio encontrarlo en las 
sentencias judiciales en las que debe describirse como fundamento del fallo 
judicial.
11. El contexto posibilita un estándar mínimo de justicia que debe cumplir el 
Estado en el reconocimiento de la verdad para la víctima, lo que ejercita otra 
forma de reparación hacia la víctima y hacia la satisfacción de sus derechos.
